Radicado No.: 2015  00230 01

Accionante: Imelda Varela de Rivera
Accionado: Juzgado Primero Civil del Circuito local

Decisión: Decretar nulidad


NULIDAD POR FALTA DE COMPETENCIA/ Conocimiento de tutela contra Juzgado Civil del Circuito corresponde a su superior funcional 

“(…) atendiendo lo previsto en el numeral 2º del artículo 1º del Decreto 1382 de 2000 que establece que `cuando la acción de tutela se promueva contra un funcionario o corporación judicial, le será repartida al respectivo superior del accionado…´, la competencia para conocer en primera instancia de esta acción constitucional le corresponde en primera instancia a la a la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira y en segunda instancia a la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, toda vez que la misma fue dirigida, como ya se indicó, contra el Juzgado Primero Civil del Circuito de esta ciudad y por lo tanto, el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad local no podía conocer de la misma, configurándose con ello la causal de nulidad prevista en el numeral 2º del artículo 140 del Código de Procedimiento Civil.”

Cita: Corte Constitucional, auto 304A de 2007.
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ASUNTO
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por el apoderado judicial de la señora IMELDA VARELA DE RIVERA, contra el fallo proferido el 22 de diciembre de 2015 por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, por medio del cual negó por improcedente la tutela de los derechos fundamentales reclamados. 
ANTECEDENTES
Del difuso escrito presentado por el representante judicial de la accionante extrae la Sala que:
· La señora Varela de Rivera era la cónyuge del señor Gerardo Rivera Millán quien falleció el 15 de diciembre del año 2010. Para ese momento tenía varias obligaciones financieras con la Cooperativa de Comunicaciones de Caldas las cuales sumaban $40.742.360.

· Dichas obligaciones financieras fueron amparadas por una póliza de seguro identificada como GD 91200863, a la cual están vinculados todos los asociados de la mencionada cooperativa que tengan créditos con ella.
· A pesar de que el 29 de diciembre de 2010 se le remitieron a la cooperativa todos los documentos para sustentar la reclamación del seguro, dicha entidad solo los envía a la firma intermediaria el 8 de febrero de 2011, por tanto desde allí le corrían los términos a la compañía aseguradora para cancelar. 

· A pesar de lo anterior, Liberty Seguros S.A. en lugar de reconocer y cancelar el valor atrás mencionado, a la Cooperativa, lo que hizo fue objetar el pago bajo el argumento de que estuvo engañada lo que implicó que a la señora Imelda le tocara pagar la suma adeuda por su esposo a la cooperativa, ya que tanto en primera como en segunda instancia los jueces aceptaron lo dicho por la aseguradora.

· En ese orden, considera el libelista que su representada está en todo el derecho a perseguir el pago del seguro a la compañía aseguradora, toda vez que ella ya canceló a la Cooperativa de Comunicaciones de Caldas el dinero adeudado.

De acuerdo a lo anterior, solicita el abogado de la accionante que se tutele su derecho fundamental al debido proceso y por tanto se decrete la nulidad  de las providencias proferidas tanto en primera instancia por el Juzgado Primero Civil Municipal de Descongestión, como en segunda por el Juzgado Primero Civil del Circuito local, para que en su lugar se dicte una nueva decisión a tono con las pruebas obrantes en el plenario, negando la nulidad del contrato de seguro. 
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA
El Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad avocó el conocimiento de la actuación el 11 de diciembre de 2015, admitió la demanda tutelar y corrió el traslado a las partes accionadas en la forma indicada en la ley; al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, mediante fallo del 29 de diciembre de 2015, decidió negar la tutela de los derechos fundamentales invocados por el accionante toda vez que consideró que la misma no era procedente por cuanto en el presente asunto no se avizora que a la señora Imelda se le esté causando un perjuicio irremediable que obligue al Juez constitucional intervenir e invadir la órbita de la justicia ordinaria para decidir sobre sendas sentencias que ya están en firme; aunado a lo anterior, la parte accionante cuenta con otros mecanismos de defensa judicial para pedir la revisión o atacar las decisiones que le generan inconformidad. 
FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN
Enterado de la decisión de primera instancia, el representante judicial de la accionante allegó escrito solicitando se revoque la decisión de primer nivel toda vez que considera que el A-quo se equivocó completamente en sus apreciaciones del caso concreto, empezando porque no vinculó al presente asunto a la compañía de seguros Liberty S.A.; además de ello, ni siquiera se tomó el trabajo de revisar el expediente, y mucho menos los procedimientos civiles para decir que en el presente caso la actora podía solicitar la revisión, pues si lo hubiera hecho se habría dado cuenta que en un proceso civil de menor cuantía de cumplimiento de contrato, ello no es viable. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA

Le correspondería a la Sala determinar, si los despachos accionados han vulnerado de manera alguna los derechos reclamados por el abogado libelista, de manera que deba revocarse el fallo de instancia o si por el contrario es cierto que dentro de este asunto se viola el principio de residualidad de la tutela, y por tanto la decisión adoptada debe ser confirmada en integridad, si no fuera porque en el presente asunto se avizora una situación que impide la realización de tal estudio y conlleva a una declaratoria de nulidad de lo actuado, toda vez que se advierte la falta de competencia tanto del Juzgado que decidió la primera instancia constitucional como de esta Corporación para conocer del caso en segunda instancia.
Visto lo obrante en el expediente se tiene que el representante judicial de la señora Valera dirigió su tutela en contra de los Juzgados Primero Civil Municipal de Descongestión y Primero Civil del Circuito, ambos de de Pereira, al considerar que las decisiones  adoptadas por esos Despachos no fueron acordes con la realidad probatorio del proceso.
De acuerdo a lo anterior, el actor interpuso la acción de tutela el 11 de diciembre de 2015, correspondiéndole por reparto de ese día al Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira quien avocó el conocimiento en esa fecha, atendiendo las voces de la Circular CSJRC15-166 del 30 de noviembre de 2015 de la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura  que señala el alcance del reparto de las acciones de tutela, previo a la vacancia judicial.  
La Corte Constitucional en el Auto 124 del 25 de marzo de 2009 estableció, entre otras precisiones, que el Decreto 1382 de 2000 no constituye una regla de competencia sino de reparto de los asuntos de tutela, de manera que el funcionario a quien se le distribuya un determinado asunto no puede abstenerse de asumir su conocimiento pretextando falta de competencia
. Este criterio sin embargo comenzó a ser morigerado, y a través de un nuevo pronunciamiento plasmado en el Auto 198 del 28 mayo de 2009, se aclaró en que en ciertos eventos es posible dirimir el supuesto conflicto de competencia aplicando las reglas del decreto 1382 de 2000, y para el efecto señaló la primera eventualidad, cuando el conocimiento de una demanda de tutela contra una alta Corte se le asigna a un funcionario judicial distinto de sus miembros. La segunda, cuando una tutela contra providencia judicial se reparte a un despacho diferente del superior funcional de quien la dictó.

En ese orden de ideas es necesario precisar que si bien, el trámite del amparo se rige por los principios de informalidad y celeridad, la competencia del juez está  inescindiblemente referida al derecho fundamental del debido proceso, el acceso al juez natural y la administración de justicia, de donde, “según la jurisprudencia constitucional la falta de competencia del juez de tutela genera nulidad insaneable y la constatación de la misma no puede pasarse por alto, por más urgente que sea el pronunciamiento requerido, pues (…) la competencia del juez se relaciona estrechamente con el derecho constitucional fundamental al debido proceso…el cual establece que nadie puede ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la  plenitud  de  las formas propias de cada juicio” (Autos 072A de 2006 y 304A  de 2007 de la Corte Constitucional).

Atendiendo lo dicho hasta aquí, ninguna duda emerge en cuanto a que, atendiendo lo previsto en el numeral 2º  del artículo 1º del Decreto 1382 de 2000 que  establece que “cuando la acción de tutela se promueva contra un funcionario o corporación judicial, le será repartida al respectivo superior del accionado…”, la competencia para conocer en primera instancia de esta acción constitucional le corresponde en primera instancia a la a la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira y en segunda instancia a la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, toda vez que la misma fue dirigida, como ya se indicó, contra el Juzgado Primero Civil del Circuito de esta ciudad y por lo tanto, el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad local no podía conocer de la misma, configurándose con ello la causal de nulidad prevista en el numeral 2º del artículo 140 del Código de Procedimiento Civil.

Lo señalado en precedencia le impide a esta Sala el estudio de la impugnación, debiéndose declarar la invalidez de lo actuado a partir del auto del 11 de diciembre de 2015 (fl. 11), por medio del cual el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad admitió el amparo, sin perjuicio de la validez de las pruebas practicadas.

Así las cosas, se devolverán las diligencias ante la Oficina de Reparto para que sean asignadas a uno de los Honorables Magistrados que conforman la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira. 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, 
RESUELVE
PRIMERO: DECRETAR LA NULIDAD de lo actuado dentro del presente asunto, a partir del auto del 11 de diciembre de 2015  por medio del cual el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad admitió la presente tutela; lo anterior, sin perjuicio de la validez de las pruebas practicadas.
SEGUNDO: Como consecuencia de lo anterior se ORDENA que por Secretaría se remitan el expediente a la Oficina de Reparto para que allí sean asignadas para su conocimiento a uno de los H. Magistrados que conforman la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira.
TERCERO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
Secretaria
� Teniendo en cuenta lo anterior, en el auto 124 de 2009 se establecieron “las siguientes reglas, las cuales son, simplemente, consecuencias naturales de la jurisprudencia constitucional tantas veces reiterada por esta Corte:  


     Un error en la aplicación o interpretación de las reglas de competencia contenidas en el artículo 37 del decreto 2591 de 1991 puede llevar al juez de tutela a declararse incompetente (factor territorial y acciones de tutela que se dirijan contra los medios de comunicación). La autoridad judicial debe, en estos casos, declararse incompetente y remitir el expediente al juez que considere competente con la mayor celeridad posible. 





     Una equivocación en la aplicación o interpretación de las reglas de reparto contenidas en el Decreto 1382 de 2000 no autorizan (sic) al juez de tutela a declararse incompetente y, mucho menos, a declarar la nulidad de lo actuado por falta de competencia. El juez de tutela debe, en estos casos, tramitar la acción o decidir la impugnación, según el caso. 





Los únicos conflictos de competencia que existen en materia de tutela son aquéllos que se presentan por la aplicación o interpretación del factor de competencia territorial del artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 (factor territorial y acciones de tutela que se dirijan contra los medios de comunicación). 





Estos serán decididos, en principio, por el superior jerárquico común de las autoridades judiciales involucradas o, en su ausencia, por la Corte Constitucional en su calidad de máximo órgano de la jurisdicción constitucional, de conformidad con las reglas jurisprudenciales que hasta el momento se han venido aplicando en esta materia.





Ninguna discusión por la aplicación o interpretación del Decreto 1382 de 2000 genera conflicto de competencia, ni siquiera aparente. Por tanto, en el caso de que dos autoridades judiciales promuevan un conflicto de competencia por este motivo, el expediente será remitido a aquella a quien se repartió en primer lugar con el fin de que la acción de tutela sea decidida inmediatamente, sin que medien consideraciones adicionales relativas a las normas de reparto. Lo anterior no obsta para que esta Corporación o el superior funcional al que sea enviado un supuesto conflicto de competencia, proceda a devolver el asunto, conforme a las reglas de reparto del Decreto 1382 de 2000, en aquellos supuestos en que se presente una distribución caprichosa de la acción de tutela fruto de una manipulación grosera de las reglas de repartos contenidas en el mencionado acto administrativo, como sería el caso de la distribución equivocada de una acción de tutela interpuesta contra una providencia judicial emanada de una de las Altas Cortes.”





� Del mismo modo y con relación a la regla previamente citada, tales excepciones, se presentarían en los casos en los que se advierta una manipulación grosera de las reglas de reparto, como cuando se asigna el conocimiento de una demanda de tutela contra una Alta Corte, a un funcionario judicial diferente a sus miembros; o, necesariamente, siguiendo esa misma directriz, en los casos en que se reparta caprichosamente una acción de tutela contra una providencia judicial, a un despacho diferente del superior funcional del que dictó el proveído.
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